
Señores: 
JUEZ CONSTITUCIONAL DE MONTERIA (REPARTO) 
E. S. D 
PROCESO: ACCIÓN DE TUTELA- MEDIDA PROVISIONAL 
ACCIONANTE: ARACELLYS ALINA NEGRETE MARTINEZ 
ACCIONADO: DEPARTAMENTO DE CÓRDOBA- COMISIÓN NACIONAL DEL 
SERVICIO CIVIL 
 
ARACELLYS ALINA NEGRETE MARTINEZ, mayor de edad, identificada con la cedula de 

ciudadanía No. 50.891.803, actuando en nombre propio y en calidad de funcionaria de la 

Gobernación de Córdoba, y participante del concurso de méritos No. 1106 cd 2019, 

respetuosamente me permito presentar acción de tutela en contra del DEPARTAMENTO 

DE CÓRDOBA representada por si Gobernador Orlando David Benítez Mora y/o quien 

haga sus veces y la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL, representada por el 

señor Alirio Ortega Cerón y/o quien haga sus veces, por la vulneración del derecho 

fundamental al debido proceso, derecho de igualdad, con base en los argumentos fácticos 

que expondré a continuación, previo a la solicitud de la medida provisional que presento 

en lo siguientes términos: 

MEDIDA PROVISIONAL 

Con fundamento en el artículo 7 del Decreto 2591 de 1991 me permito solicitar que se 

decrete la siguiente medida provisional: 

PETICIÓN: 

1. Ordenar la suspensión provisional de las listas de elegibles del proceso de 

selección No. 1106 de 2019- Territorial 2019 respecto del concurso de méritos de 

la Gobernación de Córdoba, según Acuerdo No. CNSC- 20191000002006 DE 

2019 publicadas el 18 de noviembre de 2021. 

La presente solicitud de medida provisional la fundamento en la solitud que realizó la 

Gobernación de Córdoba a la Comisión Nacional del Servicio Civil el pasado martes 16 de 

noviembre donde se informaba las inconsistencias que presenta los empleos ofertados en 

la convocatoria No. 1106 de 2019, sin embargo la CNSC hizo caso omiso y el día 18 de 

noviembre del presente año ha comenzado con las publicaciones. 

En el evento que las lista de elegibles tengan firmeza se verán afectados los derechos de 

las personas que hemos participado del proceso de selección y además de las personas 

que en este momento estamos ejerciendo los cargos ofertados en el mencionado 

concurso de méritos. 

ARGUMENTOS FÁCTICOS 

1. La Comisión Nacional del Servicio Civil y el Departamento de Córdoba celebraron 

el Acuerdo CNSC- 20191000002006 de 2019 del 04 de marzo de 2019 con el fin 

de adelantar la Convocatoria No. 1106 de 2019 donde ofertaron 107 empleos que 

correspondían a 608 vacantes, y después se ampliaron por el Acuerdo No. 

20191000009086 de 2019 a 109 empleos y 614 vacantes, ero estas 

modificaciones no fueron verificadas con los empleos que tienen nombramientos 



en carrera administrativa dentro de la planta Departamento de Córdoba y que no 

tenían el respectivo registro público en carrera administrativa. 

 

2. La Secretaría de Educación de Córdoba solicito a la CNSC el retiro de algunas 

vacantes con fundamento en el concepto que adoptó la Comisión Nacional del 

Servicio Civil del 7 de noviembre de 2019 y argumentando la existencia de 

población indígena dentro de las instituciones educativas oficiales del 

departamento y por tal motivo expiden el acuerdo No. 20191000009426 del 05 de 

diciembre de 2019 estableciendo 109 empleos y 564 vacantes, nuevamente 

omitieron verificar la existencia de las vacantes que estaban ofertando. 

 

3. Como resultado de la verificación que realiza la Gobernación de Córdoba, 

identifican las irregularidades que existen en el número de cargos ofertados, 

teniendo en cuenta que ofertaron empleos de persona que están nombradas en 

propiedad o carrera administrativa y con este fundamento solicitan a la Comisión 

Nacional del Servicio Civil que suspenda el proceso de selección No. 1106 de 

2019 para solucionar las irregularidades encontradas. 

 

4. El Departamento de Córdoba por medio del oficio No. 00598 del 16 de noviembre 

de 2021 realizó la solicitud de suspensión de la expedición de las listas elegibles 

del proceso de selección No. 1106 de 2019, sin embargo, la CNSC hizo caso 

omiso y el día 18 de noviembre de 2021 comenzó la publicación de las listas de 

elegibles.  

 

5. La Comisión Nacional del Servicio Civil no ha cumplido con sus funciones 

establecidas en la ley respecto de suspender o incluso dejar sin efectos el 

concurso de méritos en el evento de existir irregularidades, incurriendo en la 

vulneración del derecho fundamental del debido proceso de los que nos 

inscribimos en el concurso de méritos de la convocatoria No. 1106 de 2019. 

 

6. Adicional a las irregularidades en la mencionada convocatoria de ofertar cargos 

que no están vacantes, pues, ofrecieron mas cargos de los que en realidad 

existen, también tenemos que los actos administrativos que han servido de 

fundamento para el concurso, que son la planta de empleos y el manual de 

funciones, fueron declarados nulos en sentencia de nulidad simple proferida por el 

Juzgado Tercero Administrativo del Circuito de Montería del 11 de noviembre de 

2021. 

 

7. La Comisión Nacional del Servicio Civil hace caso omiso a las irregularidades 

evidenciadas por la misma Gobernación y por un Juez de la Republica y continúa 

con el trámite del concurso de méritos vulnerando el derecho fundamental del 

debido proceso y el derecho a la igualdad. 

 

8. No existe otro mecanismo judicial que permita una justicia efectiva en términos de 

oportunidad para la protección constitucional del derecho fundamental del debido 

proceso y el derecho de igualdad en mi calidad de participante dentro del proceso 

de selección del Departamento de Córdoba que adelanta la CNSC. 



 

DERECHOS VULNERADOS 

 

Con el actuar de la Comisión Nacional del Servicio Civil y el Departamento de Córdoba se 

está vulnerando el debido proceso y el derecho de igualdad. 

 

FUNDAMENTOS JURÍDICOS Y JURISPRUDENCIALES 

 

La Comisión Nacional del Servicio Civil no está cumpliendo con la obligación que 

establece el literal B del artículo 12 de la Ley 909 de 2004 que dispone: 

 

ARTÍCULO  12. Funciones de la Comisión Nacional del Servicio Civil 

relacionadas con la vigilancia de la aplicación de las normas sobre carrera 

administrativa. La Comisión Nacional del Servicio Civil en ejercicio de las 

funciones de vigilancia cumplirá las siguientes atribuciones: 

 

b) Dejar sin efecto total o parcialmente los procesos de selección cuando se 

compruebe la ocurrencia de irregularidades, siempre y cuando no se hayan 

producido actos administrativos de contenido particular y concreto relacionados 

con los derechos de carrera, salvo que la irregularidad sea atribuible al 

seleccionado dentro del proceso de selección impugnado; (Énfasis fuera de texto). 

 

Hasta el momento la CNSC no se ha pronunciado sobre las irregularidades que presenta 

la convocatoria No. 1106 de 2019 y que fueron comprobadas por la Gobernación de 

Córdoba, al parecer lo que pretende es que se generen actos administrativos de carácter 

particular para perder competencia y no solucionar las irregularidades evidenciadas, y 

este actuar solo genera una afectación del debido proceso y derecho de igualdad de los 

inscritos y participantes del concurso de méritos, como es mi caso. 

La Corte Constitucional ha establecido el alcance del principio de Seguridad Jurídica en 

los siguientes términos: 

 

PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURIDICA- alcance 

 

Sobre la seguridad jurídica se consigna en la sentencia T-502 de 2002: “3. La 

seguridad jurídica es un principio central en los ordenamientos jurídicos 

occidentales. La Corte ha señalado que este principio ostenta rango constitucional 

y lo ha derivado del preámbulo de la Constitución y de los artículos 1, 2, 4, 5 y 6 de 

la Carta // La seguridad jurídica es un principio que atraviesa la estructura del 

Estado de Derecho y abarca varias dimensiones. En términos generales supone 

una garantía de certeza. Esta garantía acompaña otros principios y derechos en el 

ordenamiento. La seguridad jurídica no es un principio que pueda esgrimirse 

autónomamente, sino que se predica de algo. Así, la seguridad jurídica no puede 

invocarse de manera autónoma para desconocer la jerarquía normativa, en 



particular frente a la garantía de la efectividad de los derechos constitucionales y 

humanos de las personas // En materia de competencias, la seguridad jurídica 

opera en una doble dimensión. De una parte, estabiliza (sin lo cual no existe 

certeza) las competencias de la administración, el legislador o los jueces, de 

manera que los ciudadanos no se vean sorprendidos por cambios de competencia. 

Por otra parte, otorga certeza sobre el momento en el cual ocurrirá la solución del 

asunto sometido a consideración del Estado. En el plano constitucional ello se 

aprecia en la existencia de términos perentorios para adoptar decisiones 

legislativas (C.P. arts. 160, 162, 163, 166, entre otros) o constituyentes (C.P. Art. 

375), para intentar ciertas acciones públicas (C.P. art. 242 numeral 3), para 

resolver los juicios de control constitucional abstracto (C.P. art. 242 numerales 4 y 

5). En el ámbito legal, las normas de procedimiento establecen términos dentro de 

los cuales se deben producir las decisiones judiciales (Códigos de Procedimiento 

Civil, Laboral y de seguridad social, penal y Contencioso Administrativo), así como 

en materia administrativa (en particular, Código Contencioso Administrativo) // 4. 

La existencia de un término para decidir garantiza a los asociados que puedan 

prever el momento máximo en el cual una decisión será adoptada. Ello apareja, 

además, la certeza de que cambios normativos que ocurran con posterioridad a 

dicho término no afectará sus pretensiones. En otras palabras, que existe 

seguridad sobre las normas que regulan el conflicto jurídico o la situación jurídica 

respecto de la cual se solicita la decisión. Ello se resuelve en el principio según el 

cual las relaciones jurídicas se rigen por las normas vigentes al momento de 

configurarse dicha relación, que, en buena medida, se recoge en el principio de 

irretroactividad de la ley; en materia penal, debe señalarse, existe una clara 

excepción, por aplicación del principio de favorabilidad, que confirma la regla 

general // Al considerarse, en el ámbito de la certeza y estabilidad jurídica 

(seguridad jurídica), la existencia de precisos términos para que la administración 

o el juez adopten decisiones y el principio de conocimiento de las normas 

aplicables al caso concreto, se sigue que dichos términos fijan condiciones de 

estabilización respecto de los cambios normativos. De ahí que, durante el término 

existente para adoptar una decisión, la persona tiene derecho a que sean 

aplicadas las normas vigentes durante dicho término. No podría, salvo 

excepcionales circunstancias en las cuales opera la favorabilidad o por 

indiscutibles razones de igualdad, solicitar que se le aplicaran aquellas 

disposiciones que entren en vigencia una vez se ha adoptado la decisión. Es decir, 

una vez vencido el término fijado normativamente para adoptar una decisión opera 

una consolidación de las normas jurídicas aplicables al caso concreto. 

Consolidación que se torna derecho por razón del principio de seguridad jurídica y, 

además, constituye un elemento del principio de legalidad inscrito en el derecho al 

debido proceso”1 

 

PROCEDENCIA Y LEGALIDAD 

Esta acción de tutela es procedente de conformidad con lo establecido en los artículos 1, 

5 y 9 del Decreto 2591 de 1991, ya que lo que se pretende es la protección del derecho 

                                                             
1 Sentencia C- 250/2012 del 28 de marzo de 2012, MP Humberto Antonio Sierra Porto 



fundamental del debido proceso y la igualdad resulta procedente acudir a este mecanismo 

judicial para reclamar el citado derecho dentro del trámite que adelante la Comisión 

Nacional del Servicio Civil y el Departamento de Córdoba con ocasión de la Convocatoria 

No. 1106 de 2019. 

La existencia de otro medio de defensa ha sido reiteradamente explicado por la H. Corte 

Constitucional, en el sentido de que no siempre que se presentan varios mecanismos de 

defensa, la tutela resulta improcedente, es necesario además una ponderación de eficacia 

de los mismos a partir de la cual se concluya que alguno de los otros medios existentes, 

es tan eficaz para la protección del derecho fundamental como la acción de tutela misma 

y en tal sentido en la Sentencia T-526 del 18 de septiembre de 1992 Sala Primera de 

Revisión, manifestó: 

…Es claro entonces que el otro medio de defensa judicial a que alude el articulo 

86 debe poseer necesariamente, cuando menos, la misma eficacia en materia de 

protección inmediata de derechos constitucionales fundamentales que, por 

naturaleza, tiene la acción de tutela. De no ser así se estaría haciendo 

simplemente una burda y mecánica exegesis de la norma, en abierta contratación 

con los principios vigentes en materia de efectividad de los derechos y con 

desconocimiento absoluto del querer expreso del constituyente.” 

 

CUMPLIMIENTO AL ARTÍCULO 37 DE DECRETO 2591/ 91: JURAMENTO 

Para los efectos de que trata los artículos 37 y 38 del Decreto 2591 de 1991, manifiesto 

bajo juramento que, con anterioridad a esta acción, no he promovido acción similar por los 

mismos hechos. 

 

PRUEBAS 

Respetuosamente me permito aportar y solicitar las siguientes pruebas: 

Documentales: 

 Acuerdo CNSC – 20191000002006 del 05 de marzo de 2019. 

 Acuerdo CNSC – 20191000009086 de noviembre de 2019. 

 Acuerdo CNSC- 20191000009426 del 05 de diciembre de 2019. 

 Oficio 0044056 de noviembre de 2021. 

 Oficio 004055 del 03 de noviembre de 2021. 

 Oficio 004055 del 03 de noviembre de 2021 

 Oficio 004100 del 04 de noviembre de 2021. 

 Oficio No. 00598 del 16 de noviembre de 2021 de la Gobernación de Córdoba. 

 Sentencia del 11 de noviembre de 2021 del Juzgado Tercero Administrativo Oral 

del Circuito Judicial de Montería. 

PRETENSIONES 



Con fundamento en los hechos relacionados, la Constitución Política, las normas que 

componen el bloque constitucional y la jurisprudencia de la Corte Constitucional, solicito al 

honorable Jue Constitucional disponer y ordenar lo siguiente: 

PRIMERO: Conceder el amparo constitucional del derecho fundamental al debido proceso 

y derecho a la igualdad. 

SEGUNDO: Ordenar SUSPENDER el proceso de selección No. 1106 de 2019 que 

adelanta la Comisión Nacional del Servicio Civil respecto de los empleos del 

Departamento de Córdoba hasta tanto no se solucionen las irregularidades evidenciadas 

por la Gobernación de Córdoba. 

TERCERO: PREVENIR a la Comisión Nacional del Servicio Civil apara que garantice el 

debido proceso de las personas que participamos en la convocatoria No. 1106 de 2019. 

ANEXOS. 

 Copia de mi cedula de ciudadanía.  

 

NOTIFICACIONES 

 

 La CNSC en la carrera 16 No. 96- 64, piso 7 de la ciudad de Bogotá y/o al correo 

electrónico notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co  

 La entidad accionada Departamento de Córdoba en el Palacio de Naín Calle 27 

No. 3 – 28, en la ciudad de Montería y/o al correo electrónico 

notificacionesjudiciales@cordoba.gov.co  

 La Suscrita en el correo electrónico aracellysnegrete@hotmail.com 

 

 

Atentamente, 

 

__________________________________ 

ARACELLYS ALINA NEGRETE MARTINEZ 

C.C No. 50.891.803 

mailto:notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co
mailto:notificacionesjudiciales@cordoba.gov.co
mailto:aracellysnegrete@hotmail.com
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ACUERDO No. CNSC - 20191000009426 DEL 05-12-2019

“Por el cue! se modifican los artlculos 1, 2 y 7 del Acuerdo No. 20191000002006 de 2019 modificado per el 
Acuerdo No. 20191000009086 de 2019, a traves del cual se establecieron las reglas del proceso de seleccion 
pormerito para proveer definitivamente los empleos vacantes pertenecientes al Sistema General de Carrera 
Administrativa de la planta de personal de la GOBERNACION DE CORDOBA, “Convocatoria No. 1106 de

2019-TERRITORIAL 2019"

LA COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL -CNSC-,

En uso de sus facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas en el artlculo 130 de la 
Constitucion Polftica, en el literal c) del artlculo 11, 30 y 31 de la Ley 909 de 2004, y en los artlculos 
2.2.6.1, 2.2.6.3 y 2.2.6.4 del Decreto 1083 de 2015, y

CONSIDERANDO:

Que mediante el ACUERDO No. 20191000002006 del 04 de marzo de 2019, la Comision Nacional 
del Servicio Civil (CNSC) establecio las reglas del proceso de seleccion por merito para proveer 
definitivamente los empleos vacantes pertenecientes al Sistema General de Carrera Administrativa de 
la planta de personal de la GOBERNACION DE CORDOBA, “Convocatoria No. 1106 de 2019 - 
TERRITORIAL 2019”, el cual fue modificado mediante el ACUERDO MODIFICATORIO 
20191000009086 de 19 de noviembre de 2019.

No.

Que en los articulos 1,2 y 7 del citado Acuerdo y de conformidad con la Oferta Publica de Empleos de 
Carrera certificada por la GOBERNACION DE CORDOBA, se determine que los empleos y/o vacantes 
ofertadas serian las siguientes:

NOMBRE
ENTIDAD VACANTESEMPLEOS

TOTALt £c n ic ot £c n ic o ASISTENCIAL PROFESIONALTOTAL ASESORASESOR ASISTENCIAL PROFESIONAL
GOBERNACION 
DE CORDOBA 61469 101109 0 44464 380 7

Que la Comision adopto el 07 de noviembre de 2019, el criterio unificado sobre la provision de empleos 
de personal administrative de instituciones educativas oficiales que prestan su servicio a poblacion 
indigena y en consecuencia la SECRETARIA DE EDUCACION DE CORDOBA, mediante radicado 
20196001092732 de 2019 solicito el retiro de algunas vacantes, situacion que conllevo a la modificacion 
de la OPEC en el aplicativo SIMO, la cual quedo asi:

NOMBRE
ENTIDAD VACANTESEMPLEOS

t £c n ic ot £c n ic o TOTALPROFESIONALASESOR ASISTENCIALTOTALASESOR ASISTENCIAL PROFESIONAL
GOBERNACION 
DE CORDOBA 56469 9739838 109 0640 7

Que el articulo 9° del mencionado Acuerdo establecio: “(...) Antes de dar inicio a la etapa de 
inscripciones, la Convocatoria podra ser modificada o complementada, de oficio o a solicitud de la 
entidad para la cual se realiza el proceso de seleccion, debidamente justificada y aprobada por la CNSC 
y su divulgacion se hara a traves de los mismos medios utilizados desde el inicio. (...)’’

Con fundamento en lo anterior y en aplicacion de los principios que reglamentan la funcion publica, es 
procedente realizar las modificaciones presentadas, conforme a la OPEC certificada ipor la
GOBERNACION DE CORDOBA.

El paragrafo 2 del articulo 9° del Acuerdo No. 20191000002006 de 04 de marzo de 2019, senala que 
las modificaciones, aclaraciones o correcciones que se realicen al mismo seran suscritos unicamente 
por el Representante Legal de la Comision Nacional del Servicio Civil,
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"Por el cual se modifican los articulos 1, 2y 7 del Acuerdo No. 20191000002006 de 2019 modificado por el 
Acuerdo No. 20191000009086 de 2019, a traves del cual se establecieron las reglas del proceso de seleccion 
por merito para proveer definitivamente los empleos vacantes pertenecientes al Sistema General de Carrera 
Administrativa de la planta de personal de la GOBERNACION DE CORDOBA “Convocatoria No. 1106 de

2019 - TERRITORIAL 2019"

El presente Acuerdo fue aprobado en sesion de Sala Plena de la CNSC del dla 05 de diciembre de 
2019. :

I
En merito de lo expuesto,

ACUERDA:

ARTICULO 1°.- Modificar el artlculo 1° del Acuerdo No. 20191000002006 del 04 de marzo de 2019,
el cualiquedara asi:

ARTICULO 1°.- CONVOCATORIA. Convocar el proceso de seleccion para proveer de 
manera definitiva Ciento Nueve (109) empleos con Quinientas Sesenta y Cuatro (564) 
vacantes pertenecientes al Sistema General de Carrera Administrativa de la planta de 
personal de la GOBERNACION DE CORDOBA, que se identificara como "Convocatoria 
No. 1106 de 2019 - TERRITORIAL 2019.

ARTICULO 2°.- Modificar el artlculo 2° del Acuerdo No. 20191000002006 del 04 de marzo de 2019,
el cual quedara asl:

ARTICULO 2°.- ENTIDAD RESPONSABLE. El proceso de seleccion por merito que se 
desarrollara para proveer Ciento Nueve (109) empleos con Quinientas Sesenta y 
Cuatro(564) vacantes pertenecientes al Sistema General de Carrera Administrativa de la 
planta de personal de la GOBERNACION DE CORDOBA, correspondientes a los niveles 
Profesional, Tecnico y Asistencial, estara bajo la directa responsabilidad de la CNSC, 
quien en virtud de sus competencias legates, podra suscribir contratos o convenios 
interadministrativos para adelantar las diferentes fases con universidades publicas o 
privadas o instituciones de educacion superior debidamente acreditadas por la CNSC para 
realizar este tipo de procesos, conforme lo reglado en el artlculo 30 de la Ley 909 de 2004.

ARTICULO 3°.- Modificar el artlculo 7° del Acuerdo No. 20191000002006 del 04 de marzo de 2019,
el cual:quedara asl:

ARTICULO 7°.- EMPLEOS CONVOCADOS. Los empleos vacantes de la Oferta Publica de 
Empleos de Carrera -OPEC-, que se convocan para este proceso de seleccion son:

NOMBRE
ENTIDAD EMPLEOS VACANTES

TECNICO TECNICOASESOR ASISTENCIAL PROFESIONAL TOTAL ASESOR ASISTENCIAL PROFESIONAL TOTAL
GOBERNACION 
DE CORDOBA 0 64 1097 38 0 398 69 97 564

PARAGRAFO 1: La OPEC que forma parte integral del presente Acuerdo, ha sido 
suministrada por la GOBERNACION DE CORDOBA y es de responsabilidad exclusiva de 
esta. Por tanto, en caso de presentarse diferencia por error de digitacion, de transcripcion 
6 de omision de palabras entre esta y el Manual de Funciones y Competencias Laborales 
y/o demas ados administrativos que la determinaron, la OPEC se corregira dando 
aplicacion a lo previsto en el artlculo 45 del Codigo de Procedimiento Administrative y de 
lo Contencioso Administrativo, teniendo en cuenta lo dispuesto en el artlculo 9° del presente 
Acuerdo. Asl mismo, las consecuencias que se deriven de dichos errores o inexactitudes, 
recaeran en la entidad que efeduo el reporte.

PARAGRAFO 2: La sede de trabajo de cad a uno de los empleos vacantes objeto del 
presente proceso de seleccion, estara determinada en la OPEC.

ARTICULO 4°.- Las anteriores modificaciones, no afectan en su contenido los demas articulos del
Acuerdo No. 20191000002006 del 04 de marzo de 2019.
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“Por el cual se modifican los articulos 1, 2 y 7 del Acuerdo No. 20191000002006 de 2019 modificado por el 
Acuerdo No. 20191000009086 de 2019, a traves del cual se establecieron las reglas del proceso de seleccion 
por merito para proveer definitivamente los empleos vacantes pertenecientes a! Sistema Genera! de Carrera 
Administrativa de la planta de personal de la GOBERNACION DE CORDOBA “Convocatoria No. 1106 de

2019- TERRITORIAL 2019"

ARTICULO 5°.- VIGENCIA. El presente Acuerdo rige a partir de la fecha de su expedicion y publicacion 
en la pagina web de la Comision Nacional del Servicio Civil -CNSC- y/o enlace SIMO, de conformidad 
con lo dispuesto en el inciso final del articulo 33 de la Ley 909 de 2004.

PUBLIQUESE Y CUMPLASE
Dado en Bogota D.C. el 05 de diciembre de 2019

LUZ AMPARO CARDOSO CANIZALEZ
Presidente

/
Aprobd: Comisionado Frldole Ball6n Duque. 
Revisd: Vilma Castellanos / Clara Pardo 
'Proyectd: Melissa Mattos / Angela Morales





































































   

     

 

SIGCMA 

 

 

CO-SC5780-99 

JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 

 

Montería, jueves, once (11) de noviembre de dos mil veintiuno (2.021) 

 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD  
Expediente: 23.001.33.33.003.2019-00478 
Demandante: KISSY ELENA GUARIN CANTERO 
Demandado: DEPARTAMENTO DE CORDOBA Y LA CNSC 
Asunto: Sentencia accede parcialmente a las pretensiones 

 

I. OBJETO DE ESTA DECISIÓN 

  

Se procede a dictar sentencia dentro del medio de control de Nulidad instaurada en nombre 

propio por la señora Kissy Elena Guarín Cantero contra el Departamento de Córdoba y 

como vinculada la CNSC. 

 

II. ANTECEDENTES 

De la demanda.   

 

Pretensiones.  Con la demanda incoada se pretende: 

 

Se declare la nulidad del Decreto No. 0890 del 06 de octubre de 2016, por medio del cual 

se establece la Planta Global de la Gobernación del Departamento de Córdoba. 

 

La nulidad del Decreto No. 0952 del 31 de octubre de 2016, mediante el cual se ajusta el 

Manual Especifico de Funciones y Competencia Laborales de la Planta Global de la 

Gobernación de Córdoba. 

 

La nulidad del Decreto No. 0529 del 06 de noviembre de 2018, por medio del cual se 

modifica el Manual Especifico de Funciones y de Competencias Laborales de la Planta 

Global de la Gobernación de Córdoba. 

 

Hechos. Se dijo en la demanda que la Asamblea Departamental de Córdoba por medio de 

la ordenanza No. 05 del 30 de marzo de 2016, sancionada el 11 de abril del mismo año, 

otorgó facultades POR TEMPORE al Gobernador de Córdoba para determinar la estructura 

de la administración departamental, las funciones de sus dependencias y las escalas de 

remuneración correspondientes a las distintas categorías de empleos. 

 

Que la entidad territorial procedió a establecer la Planta Global de la Gobernación del 

Departamento y Administrativos de la Secretaría de Educación Departamental por medio 
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del Decreto No. 890 del 06 de octubre de 2016, sin realizar los estudios técnicos basados 

en las metodologías de diseños organizacional y ocupacional con el respectivo análisis de 

los procesos técnicos misionales y de apoyo, evaluación de la prestación de los servicios y 

la evaluación de funciones, los perfiles y cargas de trabajo de los empleados, exigencias 

que al momento de la promulgación del mencionado decreto hacían parte del ordenamiento 

jurídico, carga legal con la que no cumplió el Departamento de Córdoba.  

 

Señaló que tal decisión solo se fundamentó en el estudio o análisis realizado por la 

funcionaria de la gobernación que ostenta el cargo de Directora Administrativa con 

funciones de personal, actuar que indica obligó a la administración a acudir a la contratación 

de prestación de servicios con personas naturales para poder brindar los respectivos 

servicios a la comunidad. 

 

Que si bien es evidente que se requiere modificaciones en la planta de empleos estos deben 

basarse en los referidos estudios, para así evitar el uso de la referida figura la que se ha 

prestado para realizar politiquería. 

 

Precisa que al haberse ajustado el Manual Especifico de Funciones y de Competencias 

Laborales de la Planta Global de la Gobernación de Córdoba, con fundamento en el Decreto 

No. 890 del 06 de octubre de 2016, al declararse la nulidad del mismo quedan sin vigencia 

los Decretos No. 0952 y No. 0529 del 31 de octubre del 2016 y el 06 de noviembre de 2018 

respectivamente. 

 

Finamente señala que se hace necesario que la Gobernación de Córdoba establezca la 

planta global de la Gobernación del Departamento de Córdoba y Administrativos de la 

Secretaría de Educación Departamental soportado en sus respectivos estudios técnicos.      

 

Parte demandada Departamento de Córdoba: Si bien el Ente Territorial contestó la 

demanda, lo hizo extemporáneamente.  

 

Parte vinculada CNCS: Contestó la demanda oportunamente y propuso las excepciones 

de fondo de “Inexistencia de causales de nulidad en los actos administrativos 

demandados”, “Buena fe y presunción de legalidad de los actos administrativos 

acusados y de los acuerdos que regulan la convocatoria no. 1106 del 2019- territorial 

2019”, “Cumplimiento de un deber legal”, “Falta de legitimación en la causa por 

pasiva”, “Hecho imputable a un tercero” e “Incumplimiento de la carga probatoria”. 

Fundamenta las excepciones básicamente en que los actos demandados no se encuentran 

inmersos en ninguna de las causales de nulidad previstas en el artículo 137 del CAPACA. 
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Señala igualmente que, si bien los actos demandados no fueron expedidos por la CNSC, 

estos se encuentran revestidos de legalidad, sin que se evidencie de los hechos, 

pretensiones y fundamento de derechos de la demanda, la ausencia de fundamentos 

facticos, jurídicos y probatorios que permitan la prosperidad de las pretensiones. 

 

Precisa que si bien la CNSC expidió los Acuerdo No. 20191000002006 del 04 de marzo de 

2019, modificado por los acuerdos No. 20191000009086 DEL 19-11-2019 y el acuerdo 

No.20191000009426, por medio del cual se establecieron las reglas de la Convocatoria No. 

1106 de 2019, estos fueron expedidos acorde con sus funciones constitucionales, legales 

y reglamentarias, y con base en el ordenamiento jurídico vigente y aplicable a su situación 

jurídica, por lo que el actuar de esa entidad fue en estricto cumplimiento de un deber legal. 

 

Ese contexto considera que al haber si expedidos los actos demandados por una autoridad 

distinta resultan procedentes las excepciones de “Falta de legitimación en la causa por 

pasiva”, “Hecho imputable a un tercero”. 

 

Finalmente señala que no se observa ninguna prueba que permita acreditar el supuesto 

fáctico que sirve de fundamento para las pretensiones de la presente demanda, y en 

consecuencia, deben ser rechazadas las mismas, por incumplimiento de la carga 

probatoria, de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero del artículo 167 del Código 

General del Proceso.  

 

III. TRAMITE PROCESAL 

 

El trámite procesal y su validez. En el presente asunto se cumplió con la ritualidad 

procesal establecida en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, no advirtiéndose irregularidades o vicios que afecten validez del proceso. 

 

Alegatos de conclusión. Mediante providencia del 20 de agosto de 2021, se cerró el 

debate probatorio y se corrió trasado para alegar de conclusión a las partes y al Ministerio 

Publico. 

 

Parte demandante: Reitera  su solicitud de nulidad de los actos acusados y como 

consecuencia de ello la suspensión de la actuación administrativa que se encuentra 

adelantando la entidad accionada con base en el Decreto 0890 del 06 de Octubre de 2019 

(Acuerdo CNSC – 20191000002006 del 05 de marzo de 2019), pues los actos 

administrativos no cuentan con los soportes técnicos, tales como documentos que 

demuestren la medición del tiempo, los que son necesarios para la evaluación de la 

prestación de servicios por parte de las diferentes dependencias de la administración 

departamental, como tampoco existe documento que demuestre el resultado del estudio de 
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las cargas laborales, el cual es indispensable para soportar técnicamente la planta de 

cargos. 

 

Y si bien fue aportado un documento titulado estudio técnico, no realiza aquel un análisis 

de los procesos técnico-misionales y de apoyo que establece la ley que regula la materia, 

como tampoco se realiza evaluación de las funciones y los perfiles de los servidores 

públicos. 

 

Que en la página 43 del estudio técnico aportado, se señala que la estructura con que 

cuenta actualmente la Gobernación de Córdoba, no refleja la situación real, por lo que 

considera que la propuesta de estructura debe contener una nueva conformación de 

dependencias, y no mantener la misma y crear una nueva. 

 

Cuestiona igualmente que los estudios técnicos justifican la creación de 3 direcciones sin 

ningún fundamento técnico, basándose en el solo hecho que existen 19 empleos de 

directores sin dependencia, como también hecha de menos que no se haga un análisis de 

escala salarial que justifique mantener los diferentes grados y que se encuentren dentro de 

los topes que define la ley, además de desconocerse cuantos empleos están en carrera 

administrativa y en provisionalidad, así como cuantos de los 908 empleos son financiados 

por el Sistema General de Participaciones y cuantos se financian con recursos propios, lo 

que demuestra la ausencia del análisis de los procesos técnico misionales. 

 

Precisa que el referido estudio no hace referencia alguna al manual específico de funciones 

y competencias laborales y solo al momento de tratar las propuestas de estructura y planta, 

es que se presentan unas modificaciones y adiciones al manual, lo cual supone que no se 

expide un nuevo manual, sino que se modifica el que actualmente existe. 

 

Con fundamento en lo anterior, solicita se acceda a las pretensiones de la demanda pues 

la entidad accionada no cumplió con la carga legal de establecer y/o modificar la planta de 

empleos como lo dispone el artículo 2.2.12.3 del Decreto 1083 de 2015. 

 

En ese sentido solicita que además de la nulidad Decreto 0890 del 06 de octubre de 2016, 

debe decretarse también la de los Decretos 0952 del 31 de octubre de 2016 y 0529 del 06 

de noviembre de 2018 o en su defecto dar aplicación a lo previsto en el artículo 91 del 

CPACA, en tanto desaparecen los fundamentos de hecho y de derecho en los que se 

sustenta, es decir, se configura lo que la jurisprudencia y la doctrina han denominado 

decaimiento del acto administrativo. 

 

Finaliza la parte demandante solicitando se suspenda la convocatoria No. 1106 de 2019 

regulada por el Acuerdo CNSC – 20191000002006 del 05 de marzo de 2019, en tanto se 
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sustenta en las disposiciones de las que se solicita su nulidad, las que a su vez fueron 

expedidas sin cumplir las exigencias previstas en el Decreto 785 de 2005, reglas del 

concurso que a partir del 9 de Diciembre de 2019, no se podrá realizar modificaciones al 

proceso de selección según lo dispone el artículo 9 del Acuerdo CNSC – 20191000002006 

del 05 de Marzo de 2019, por tal razón, debe suspenderse la actuación administrativa de la 

mencionada convocatoria, con el fin de evitar perjuicios a la comunidad participante del 

proceso de selección con la declaración de nulidad de los actos administrativos 

demandados.  

 

Parte demandada CNSC: Este extremo procesal reitera lo dicho con la contestación de la 

demanda, en el sentido de que su defendida no participó en la expedición de los actos 

demandados, además de no evidenciarse  de los hechos, pretensiones y fundamentos de 

derecho de la demanda, la ausencia de fundamentos fácticos, jurídicos y probatorios que 

permitan la prosperidad de las pretensiones, teniendo en cuenta que de ninguna manera 

se explica la configuración de causales de nulidad de los actos administrativos acusados. 

 

Igualmente precisó que en la actuación adelantada CNSC dentro de la Convocatoria No. 

1106 de 2019 adelantada por la Gobernación de Córdoba, se realizó acorde con sus 

funciones constitucionales, legales y reglamentarias, y con base en el ordenamiento jurídico 

vigente y aplicable a su situación jurídica, por lo que el actuar de esa entidad fue en estricto 

cumplimiento de un deber legal.   

 

IV. CONSIDERACIONES 

  

1. El problema jurídico 

 

Fue fijado en la audiencia inicial en los siguientes términos: 

 

Determinar ¿Si los Decretos de los que se depreca su nulidad fueron expedidos con 

violación en las normas en que debió fundarse y falsa motivación? 

 

De ser positiva la anterior pregunta Determinar ¿Si la nulidad de los actos atacados conlleva 

la suspensión o la modificación del concurso merito adelantado con ocasión a la 

convocatoria 1106 de 2019 (Acuerdo CNSC-20191000002006 del 5 de marzo de 2019) 

  

2. La decisión del juzgado 

 

 

Hay lugar a declarar la nulidad de los actos acusados por violación a las normas en que 

debía fundarse; no obstante, atendiendo la naturaleza de los derechos afectados con la 

nulidad esta producirá efectos en un plazo razonable de seis (6) meses.  Lo anterior, no 
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conlleva la suspensión o la modificación del concurso merito adelantado con ocasión a la 

convocatoria 1106 de 2019 (Acuerdo CNSC-20191000002006 del 5 de marzo de 2019. 

 

2.1 Fundamentos de la Decisión 

 

  

2.1.1 Constitucional, legal y jurisprudencial 

 

Regula el artículo 300 de la Carta Política sobre las competencias asignadas a las 

Asambleas Departamentales como sigue: 

 

“Articulo 300. Corresponde a las Asambleas Departamentales, por medio de 
ordenanzas:  

  
(…) 

 
7. Determinar la estructura de la Administración Departamental, las funciones de sus 
dependencias, las escalas de remuneración correspondientes a sus distintas 
categorías de empleo; crear los establecimientos públicos y las empresas industriales 
o comerciales del departamento y autorizar la formación de sociedades de economía 
mixta. 
 
(…) 
 
9º) Autorizar al gobernador del Departamento para celebrar contratos, negociar 
empréstitos, enajenar bienes y ejercer, pro tempore, precisas funciones de las 
que corresponden a las asambleas departamentales.” 
 

Frente a las atribuciones conferidas a los gobernadores la misma carta fundamental en su 

artículo 305 regula: 

 

 “Artículo 305. Son atribuciones del gobernador: 

 

7º) Crear, suprimir y fusionar los empleos de sus dependencias, señalar sus 
funciones especiales y fijar sus emolumentos con sujeción a la ley y a las 
ordenanzas respectivas. Con cargo al tesoro departamental no podrá crear 
obligaciones que excedan al monto global fijado para el respectivo servicio en el 
presupuesto inicialmente aprobado.  

8º) Suprimir o fusionar las entidades departamentales de conformidad con las 
ordenanzas.” 

 

En lo que respecta a la reforma de la planta de personal el Decreto 1083 de 2015 en el 

artículo 2.2.12.1 dispone: 

 

ARTÍCULO 2.2.12.1 Reformas de las plantas de empleos. Las reformas de las 
plantas de empleos de las entidades de la Rama Ejecutiva de los órdenes nacional 
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y territorial deberán motivarse en necesidades del servicio o en razones de 
modernización de la administración y contar con estudios técnicos de análisis de 
cargas de trabajo e impacto en la modernización que así lo demuestren. 

Las solicitudes para la modificación de las plantas de empleos, además de lo 
anterior, deberán contener: i) costos comparativos de la planta vigente y la 
propuesta, ii) efectos sobre la adquisición de bienes y servicios de la entidad, iii) 
concepto del Departamento Nacional de Planeación si se afecta el presupuesto de 
inversión y, iv) los demás que la Dirección General de Presupuesto Público Nacional 
considere pertinentes. 

PARÁGRAFO 1. Toda modificación a las plantas de empleos y de las estructuras 
de los organismos y entidades de la Rama Ejecutiva del poder público del orden 
nacional deberán contar con el concepto técnico favorable del Departamento 
Administrativo de la Función Pública. 

 

Ahora, en cuanto al contenido de los estudios que soportan las modificaciones a la planta 

de personal el artículo 2.2.12.3 de la misma codificación señala: 

 

“ARTÍCULO 2.2.12.3 Estudios que soporten las modificaciones de las plantas 
de empleos. Los estudios que soporten las modificaciones de las plantas de 
empleos deberán basarse en metodologías de diseño organizacional y ocupacional 
que contemplen, como mínimo, los siguientes aspectos: 

 

1. Análisis de los procesos técnico-misionales y de apoyo. 

2. Evaluación de la prestación de los servicios. 

3. Evaluación de las funciones, los perfiles y las cargas de trabajo de los 
empleos.” 

 

Sobre el particular el particular la Sección Segunda del Consejo de Estado C.P. Gustavo 

Eduardo Gómez Aranguren en providencia del 22 de abril de 2015 señaló: 

 

Esta Corporación ha concluido: i) que la elaboración de un estudio técnico es el 
sustento de la reforma a las plantas de personal, que compromete la legalidad del 
proceso de reestructuración administrativa y su inobservancia genera, como 
consecuencia, la nulidad de los actos que le siguen, ii) el estudio puede ser 
elaborado por la respectiva entidad, la Escuela Superior de Administración Pública, 
firmas especializadas en la materia, o profesionales en administración pública u 
otras profesiones idóneas, debidamente acreditados, iii) el estudio debe contener 
alguno o varios de los siguientes aspectos: análisis de los procesos técnico 
misionales y de apoyo; evaluación de la prestación de los servicios y evaluación de 
las funciones asignadas, perfiles y las cargas de trabajo de los empleos(…). 
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Del aparte citado es claro que, si bien el estudio requerido puede ser elaborado por alguien 

ajeno a la entidad, también lo es que aquel puede ser realizado por personal adscrito a la 

entidad, y su inobservancia indefectiblemente conduce a la nulidad de los actos que le 

siguen. 

 

Con fundamento en las anteriores consideraciones se abordará el asunto bajo examen. 

 

2.1.2. Premisa Fáctica- Caso Concreto  

 

Se precisa que el estudio de nulidad en el presente asunto se circunscribe exclusivamente  

a los cargos señalados en  la demanda, pues tal y como lo consideró  la Sección Primera 

del Consejo de Estado, en sentencia del 23 de abril de 2020 C.P. Roberto Augusto Serrato 

Valdez, los alegatos de conclusión si bien constituyen una oportunidad procesal otorgada a 

las partes para que manifiesten sus impresiones sobre lo ocurrido en el proceso, ello no 

implica la posibilidad de adicionar cargos o argumentos de defensa, pues comprometería 

el debido proceso dado que la otra parte no ha tenido la oportunidad de oponerse a esos 

nuevos argumentos. 

 

En ese sentido, al no existir en este asunto discusión sobre la necesidad que tenía el 

Departamento de Córdoba de reformar la planta de empleos tal y como se acepta en el 

hecho cuarto de la demanda, el estudio de nulidad de los decretos demandados se realizará 

de conformidad con los fundamentos fácticos y jurídicos planteados en el acto introductorio, 

esto es, ausencia estudio técnico conforme a lo previsto en el artículo 2.2.12.3 del Decreto 

1083 de 2015. 

 

De lo acreditado en el proceso se tiene que, efectivamente si se efectuó por parte del Ente 

Territorial el respectivo estudio técnico, siendo aquel realizado por la Directora 

Administrativa con Funciones de Personal, quien tal y como se dejó sentado en el 

pronunciamiento citado se encuentra habilitada para ello, más aún cuando tales 

atribuciones forman parte de las funciones del cargo desempeñado. 

 

Ahora, frente a la norma presuntamente violada por parte del Decreto No. 0890 del 06 de 

octubre de 2016, se señaló en la demanda que aquel no atendió los requisitos establecidos 

en el artículo 2.2.12.3 del Decreto 1083 de 2015, el cual dispone que los estudios que 

soportan las modificaciones la planta de personal deben contemplar como mínimo 1) 

Análisis de los procesos técnico-misionales y de apoyo, 2) Evaluación de la prestación de 
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los servicios y 3) Evaluación de las funciones, los perfiles y las cargas de trabajo de los 

empleos. 

 

En ese orden de ideas, se analizará si el estudio técnico obrante en el proceso cumple con 

las exigencias prevista en la norma: 

 

1) Análisis de los procesos técnico-misionales y de apoyo1. 

 

Señala el estudio técnico que se realizó un análisis sobre las cuatro clases de procesos 

existentes al interior del Departamento de Córdoba, estos es,: 1) Procesos Estratégicos 2) 

Procesos misionales 3) Procesos de apoyo) y 4) Procesos de control, precisando en que 

consiste cada unos de los mencionados procesos, de donde concluye que  los mismos no 

se articulan con la estructura orgánica actualmente existente al interior del Departamento 

de Córdoba, como tampoco con el planteamiento realizado por el modelo estándar de 

control MECI, relacionado con la flexibilidad y adaptabilidad al cambio, toda vez que al 

actual tiene una composición tradicional y rígida, así como no se determinan procedimientos 

específicos en el sector salud, los cuales tienen lineamientos establecidos por el Ministerio 

de Salud. 

 

Se consigna en  el estudio que atendiendo las cargas laborales, el personal no ejecuta el 

modelo de operación de procesos actualmente existente, pues las dependencias 

desconocen los procesos y procedimientos que se encuentran institucionalizados, de ahí 

que no están dando aplicación al modelo estándar de control institucional MECI, lo que se 

pudo evidenciar en las respuestas dadas en la encuesta realizada, es decir, que no existe 

relación entre las actividades desarrolladas por los funcionarios y la operación a través del 

modelo por procesos.  

 

En ese contexto a juicio de esta judicatura el estudio técnico cumple con la carga de realizar 

el análisis de los procesos existentes y su consecuente necesidad de reforma. 

   

                                                           
1 Folios 38 a 41 del estudio técnico. 
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2. Evaluación de la prestación de los servicios2. 

 

Evidencio el estudio aportado que, si bien cada una de las dependencias existía claridad 

sobre los procedimientos de atención al cliente tanto a nivel interno como externo, se 

observó en la mayoría de ellas la necesidad de confirmaciones para dar respuestas a las 

peticiones externas.    

 

Y que, si bien existía una oficina de atención al ciudadano en cabeza de un profesional 

universitario, esta debería estar en cabeza de un funcionario del mas alto nivel, por lo que 

señaló que se realizaran los ajustes de acuerdo al DNP, advirtiendo igualmente la duplicidad 

de funciones en algunos cargos por lo que considera necesario redistribuir dichas funciones 

o reagruparlas. 

 

Que el concepto de usuario interno y externo no hace parte de la cultura organizacional del 

Departamento de Córdoba lo que afecta el cumplimiento de las funciones misionales del 

Ente local. Señala igualmente la no existencia de un sistema de información organizado o 

base de los usuarios del Departamento de Córdoba, como tampoco un manual de 

procedimientos lo que genera trámites innecesarios ocasionado ineficacia a la entidad 

estatal. 

 

De ahí que se considere que se hace necesario la entrada en operatividad del sistema 

general de control interno y un sistema organizado de atención al usuario que incluya un 

mecanismo de respuesta a través de peticiones, quejas y reclamos. 

 

Finalmente se consiga que se pudo establecer de la tabulación de la encuesta realizada 

por nivel jerárquico un diagnóstico de los servicios, procesos y usuarios a partir de la 

respuesta dada a las peticiones realizadas, pero que al contrastar dichas respuestas de 

conformidad con los niveles no se está dando aplicación al modelo estándar de control 

institucional, recomendado por tanto la creación de oficina de atención al ciudadano. 

 

                                                           
2 Folios 41 a 43 del Estudio Técnico.  
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Lo explicado evidencia que el estudio técnico realizado cumplió con la carga del realizar 

una evaluación de la prestación de los servicios.  

 

3. Evaluación de las funciones, los perfiles y las cargas de trabajo de los 
empleos3. 

 

Frente a este requisito, se advierte que  el estudio técnico realizado de manera global 

efectuó una evaluación de las funciones asignadas a las distintas dependencias creadas, 

tales como la 1) Secretaría de competitividad y cooperación internacional 2) Oficina de 

control interno disciplinario 3) Dirección de atención al ciudadano, así como expone los 

fundamentos legales y necesidades de su creación, como también  dispuso las funciones 

específicas del cada uno de los cargos como sus perfiles profesionales.  

 

Igualmente evidencia en el estudio aportado las funciones asignadas a cada una de las 

direcciones administrativas creadas, dejando claro que el personal que presta sus servicios 

en las respectivas áreas de dirección, ya formaba parte del manual especifico de funciones 

de la entidad, por lo que a juicio de este despacho no era necesario frente a estos realizar 

una evaluación de sus funciones, perfiles y cargas de trabajo, pues como se anticipó los 

mismo existían en la planta de personal con antelación.  

Las dependencias creadas fueron las siguientes: 

 

1) Dirección administrativa de la oficina de asesoría jurídica 2) Dirección departamental de 

vivienda 2) Dirección Administrativa de infraestructura 3) Dirección técnica y administrativa 

de infraestructura 4) Dirección de personal 5) Dirección de prensa y comunicaciones 6) 

Dirección de sistemas 7) Dirección de contratación 8) Dirección de turismo y artesanías 9) 

Dirección de presupuesto 10) Dirección de contabilidad 11) Dirección técnica de 

información financiera 12) Dirección de seguimiento y control de procesos ley 550 13) 

Dirección de cobro persuasivo y jurisdicción coactiva 14) Dirección de atención a víctimas 

del conflicto armado 15) Dirección de ambiente y gestión del riesgo 16) Dirección de 

seguridad alimentaria 17) Dirección de inspección control y vigilancia 18) Dirección de 

discapacidad 19) Dirección de tecnologías de la información y telecomunicaciones.  

                                                           
3 Folios 44 a 117 del estudio técnico 
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Y además que en la creación de los nuevos cargos esto es, 1) Secretaría de competitividad 

y cooperación internacional 2) Oficina de control interno disciplinario 3) Dirección de 

atención al ciudadano, se efectuaron igualmente ajustes al manual específico de funciones, 

donde se advierten entre otros  i)  traslado de cargos de nivel profesional entre las distintas 

dependencias de la entidad, ii) cambio de perfil profesional de cargos del nivel técnico y 

profesional al interior de algunas dependencias de la entidad, iii) se agrupan en un solo 

cargo empleados de nivel técnico Código 214 Grado 06 y nivel profesional Código 219 

Grado 07 por duplicidad de funciones iv) se modifican perfiles de cargos de nivel técnico 

administrativo código 367 grado 05 v) se adecuan las funciones establecidas en el manual 

específico de funciones para el cargo Código 219 Grado 06 adscrito al macro proceso 

administrativo y financiero, en tanto cumple funciones parecidas al profesional 

especializado Código 222 Grado 06. 

 

Las señaladas modificaciones entre otras realizadas a la planta de empleos si bien se 

señala se efectuaron con base en la necesidad del servicio, así como al estudio de las 

cargas de trabajo, lo cierto es que no se allegó al plenario el citado estudio, de tal suerte 

que permita verificar si las modificaciones realizadas obedecen o no al mismo. 

 

En este punto se precisa, que tanto el estudio técnico como los anexos que le dan sustento 

forman parte de los antecedentes administrativos de los actos acusados, deber legal que 

fue omitido por parte de la entidad territorial pues no fueron allegados con la contestación 

de la demanda, tal y como lo regula el artículo 175 del CPACA, información que tampoco 

fue remitida al momento de allegar el referenciado estudio, siendo este parte integral del 

mismo. 

 

En ese orden de ideas, siendo aquel estudio técnico elaborado conforme a las normas que 

lo rigen, y del que hace parte el respectivo estudio de las cargas laborales requisito de 

legalidad de los actos que le siguen, tal y como lo ha considerado el Consejo de Estado, 

no queda otro camino que declarar la nulidad de los actos acusados. 

 

Ahora, con respectos a los efectos de la nulidad antes dicha, acoge el Despacho la tesis 

propuesta por la Sección Cuarta del Consejo de Estado C.P Hugo Frenando Bastidas 

Bárcenas en providencia 02 de agosto de 2012, donde se consideró que la declaratoria de 
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nulidad de actos generales producen efectos ex nunc, esto es, posterior a su declaratoria 

de nulidad. En punto al tema señaló: 

 

“La Sala ha precisado, que “las sentencias que declaran la nulidad de actos 
administrativos de carácter general tienen efectos ex nunc, es decir, hacia el futuro, 
porque si bien los actos administrativos de carácter general, con fundamento en el 
criterio orgánico y en sentido formal no son leyes, sí lo son con fundamento en el 
criterio material, porque, al igual que la ley, tales actos también mandan, prohíben o 
permiten”. “De manera que, cuando determinada situación jurídica aún no está 
consolidada, es claro que no se puede resolver con fundamento en normas 
declaradas inexequibles o nulas, pues, en ese evento, lo que ocurre es que, 
simplemente, el caso se resuelve con las normas que sean aplicables y que se 
encuentren vigentes” 

 

En ese contexto los efectos jurídicos generados por los actos demandados con anterioridad 

a la decisión judicial mantienen vigencia y por tanto conservan su validez, de ahí que la 

decisión de declarar nulos los actos acusados no conllevan la suspensión o la modificación 

del concurso merito adelantado con ocasión a la convocatoria 1106 de 2019 (Acuerdo 

CNSC-20191000002006 del 5 de marzo de 2019. 

 

Por otro lado, atendiendo que la nulidad decretada por el vicio de ilegalidad afectaría a la 

totalidad de las plazas previstas en el manual especifico de funciones, por lo que no 

estarían asignadas a ninguna dependencia dentro de la estructura de la entidad, lo que 

conllevaría a una situación de indefinición que traería inconvenientes mayores en la 

organización y a su funcionamiento, aspecto que claramente atañe al interés general, se 

considera necesario aplazar  los efectos de la decisión anulatoria de estos decretos, 

otorgando un término razonable de seis (6) meses, dentro de los cuales el Departamento 

de Córdoba debe expedir los actos administrativos  que regulen la materia  

 

Lo dicho hasta aquí permite tener por probada las excepciones de ““Falta de legitimación 

en la causa por pasiva” y “Hecho imputable a un tercero” propuestas por parte de la 

CNSC y por no probada las restantes excepciones propuestas. 

 

4.- La condena en costas y agencias en derecho 

 

El juzgado se abstendrá de condenar en costas y agencias en derecho en tanto se ventila 

un asunto de interés público en este asunto.   
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En mérito de lo expuesto, el Juzgado Tercero Administrativo Oral del Circuito Judicial de 

Montería, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de 

la ley;  

 

V. RESUELVE: 

 

PRIMERO. - DECLARAR probada las excepciones de ““Falta de legitimación en la 

causa por pasiva” y “Hecho imputable a un tercero” propuestas por parte de la CNSC 

y por no probada las restantes excepciones propuestas. 

 

SEGUNDO. - DECLARAR la nulidad del Decreto No. 0890 del 06 de octubre de 2016, por 

medio del cual se establece la Planta Global, Escala Salarial y Sistema de Nomenclatura y 

Clasificación de Empleos del Nivel Central de la Gobernación de Córdoba y Administrativos 

de la Secretaría de Educación Departamental. Así como la nulidad de los Decretos No. 

0952 del 31 de octubre de 2016 por medio del cual se ajusta el Manual Especifico de 

Funciones y Competencia Laborales de la Planta Global de la Gobernación de Córdoba y 

Decreto No. 0529 del 06 de noviembre de 2018, por medio del cual se modifica el Manual 

Especifico de Funciones y de Competencias Laborales de la Planta Global de la 

Gobernación de Córdoba, conforme a lo dicho en esta providencia. 

 

TERCERO:  La decisión anulatoria tendrá efectos a partir del vencimiento de los 6 meses 

siguientes a la ejecutoria de la presente decisión, dentro de los cuales el Departamento de 

Córdoba debe expedir los actos administrativos regulando la materia, conforme las razones 

expuestas en esta decisión. 

 

CUARTO: DISPONER que la anterior declaratoria de nulidad no conllevan la suspensión o 

la modificación del concurso merito adelantado con ocasión a la convocatoria 1106 de 2019 

(Acuerdo CNSC-20191000002006 del 5 de marzo de 2019, de conformidad con lo dicho en 

la parte motiva de este proveído. 

 

QUINTO. Sin condena en costas en esta instancia. 

 

SEXTO. - NEGAR las demás pretensiones de la demanda 

 

SEPTIMO. - Ejecutoriada la presente decisión, archivar el expediente, previas las 

anotaciones de rigor en el sistema que se lleva en esta dependencia judicial.  
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